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INTRODUCCIÓN:

Vamos a desarrollar en este libro-temario, los 40 temas solicitados para el estudio de la fase de oposición de 
plazas de Administrativo General de Administración, encuadradas en la escala de Administración General, 
subescala administrativa, integradas en el grupo C1 de la Diputación de Pontevedra. 

DEBIDO AL VOLÚMEN DE TEMAS, EL TEMARIO COMPLETO ESTÁ DIVIDIDO EN TRES PARTES: PARTE GENERAL, 
PRIMERA PARTE ESPECÍFICA Y SEGUNDA PARTE ESPECÍFICA, ACOGIENDO ESTA TERCERA PARTE LOS 16 TEMAS 
DE LA SEGUNDA PARTE ESPECÍFICA: 

Segunda parte: 

1.- El presupuesto general de las entidades locales: concepto y contenido. La elaboración y aprobación del 
presupuesto general. La ampliación del presupuesto. Modificaciones de crédito: clases, concepto, financiación y 
tramitación. 

2.- El personal al servicio de las entidades locales: clases y régimen jurídico. La función pública local: clases de 
funcionarios locales. Herramientas de organización del personal: cuadros de mando y relaciones laborales. 
Instrumentos de regulación de los recursos humanos: oferta de empleo, planes de empleo y otros sistemas de 
racionalización. 

3.- Acceso a empleos locales: principios normativos. Requisitos. Sistemas selectivos. La extinción de la condición 
de empleado público. El régimen de provisión de empleo: sistemas de provisión. Las situaciones administrativas 
de los funcionarios locales. 

4.- La relación estatutaria. Los derechos de los funcionarios locales. Derechos individuales. El sistema de 
retribuciones e indemnizaciones. La negociación colectiva. 

5. Los deberes de los funcionarios locales. El régimen disciplinario. El régimen de responsabilidad civil, penal y 
patrimonial. El régimen de incompatibilidades. 

6.- Los bienes de las entidades locales: clases. Activos de dominio público. Bienes patrimoniales. Bienes 
comunales. Los montes vecinos en común. 

7.- La potestad sancionadora: concepto y significado. Principios del ejercicio de la potestad sancionadora. 
Especialidades del procedimiento sancionador. Medidas administrativas sancionadoras. Especial referencia a la 
potestad sancionadora local. 

8.- Régimen jurídico de los contratos de las administraciones públicas: concepto, objeto, sujetos y poder 
adjudicador. Delimitación de los tipos de contratos públicos: clasificación y desarrollo de los contratos tipo. 
Reglas generales, contenido y forma de los contratos del sector público. 

9.- Las partes en la contratación pública: el órgano de contratación, el contratista, requisitos y prohibiciones de 
la contratación. La calificación del empresario y acreditación de la solvencia. 

10.- El procedimiento de contratación: expediente y formas de tramitación. Formas de adjudicación. Criterios de 
selección y adjudicación de contratistas. 

11.- La competencia de la administración pública: caracteres. Supuestos de responsabilidad. Daños 
indemnizables. La acción de la responsabilidad. Principio de procedimiento administrativo en materia de 
responsabilidad. La responsabilidad patrimonial de las autoridades y del personal al servicio de las 
administraciones públicas. 

12.- Expropiación forzosa. Sujetos, objeto y causa. El procedimiento general. Garantías jurisdiccionales. 
Reversión expropiatoria. Tramitación de emergencia. Procedimientos especiales. 
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13.- Actividad subsidiaria de las administraciones públicas. Procedimientos de concesión y gestión de 
subvenciones. Reembolso de subvenciones. Control financiero. Subvenciones y sanciones administrativas en 
materia de subvenciones. 

14.- Ley de protección de datos: normativa. Derecho a la protección de datos. Principios informativos. Derechos 
humanos en materia de protección de datos. Agencia Española de Protección de Datos. Prevención de riesgos 
laborales. Derechos y obligaciones. 

15.- Políticas de igualdad de género. Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres: objeto y ámbito de aplicación de la ley. Principio de igualdad y protección contra la discriminación. 
Principios de política pública para la igualdad. 

16.- Administración Electrónica. Reglamento de aplicación. Instrumentos para el acceso electrónico a las 
administraciones públicas: sedes electrónicas, canales y puntos de acceso, identificación y autenticación. 
Gestión electrónica de procedimientos administrativos: expedientes, comunicaciones y notificaciones 
electrónicas. Esquema de Seguridad Nacional. Esquema Nacional de Interoperabilidad. 
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Segunda parte:

1.- El presupuesto general de las entidades locales: concepto y contenido. La elaboración
y aprobación del presupuesto general. La ampliación del presupuesto. Modificaciones de
crédito: clases, concepto, financiación y tramitación.

EL PRESUPUESTO DE LAS ENTIDADES LOCALES

Para poder empezar a hablar de presupuestos públicos, debemos ver las normativas que regulan este sector. Si 
colocamos las normativas que participan en los presupuestos locales, por orden jerárquico tendríamos las 
siguientes:

Primero está La Ley es la 47/2003, de 26 de Noviembre, General Presupuestaria.
Al observar la estructura y leer el preámbulo de esta ley, obtenemos la información completa y necesaria sobre 
los presupuestos públicos. En su título I es donde se nos indica a qué organismos es aplicable esta ley de 
presupuestos, el régimen jurídico, el régimen tributario y los derechos y obligación de la Hacienda Pública.
En el Título II es cuando empezamos a saber exactamente que es un presupuesto.  En el artículo 32 de esta ley 
encontramos el concepto de presupuesto donde dice que los Presupuestos Generales del Estado constituyen 

la expresión cifrada, conjunta y sistemática de los derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por 
cada uno de los órganos y entidades que formen parte del sector público . 

A lo largo de los demás artículos del título II estudiaremos los principios presupuestarios, el contenido y 
elaboración, la estructura presupuestaria, los créditos y sus modificaciones y la gestión del presupuesto tanto 
del estado de gastos como el de ingresos.

En segundo lugar en la pirámide normativa tenemos el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. La Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales es la 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, y en el R.D. 2/2004, 
se hacen unas modificaciones de texto de la ley 39/1988, por lo que si estudiamos el Real Decreto 2/2004, es la 
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2.- El personal al servicio de las entidades locales: clases y régimen jurídico. La función
pública local: clases de funcionarios locales. Herramientas de organización del personal: 
cuadros de mando y relaciones laborales. Instrumentos de regulación de los recursos 
humanos: oferta de empleo, planes de empleo y otros sistemas de racionalización. 

3.- Acceso a empleos locales: principios normativos. Requisitos. Sistemas selectivos. La 
extinción de la condición de empleado público. El régimen de provisión de empleo: 
sistemas de provisión. Las situaciones administrativas de los funcionarios locales. 

4.- La relación estatutaria. Los derechos de los funcionarios locales. Derechos 
individuales. El sistema de retribuciones e indemnizaciones. La negociación colectiva. 

5.- Los deberes de los funcionarios locales. El régimen disciplinario. El régimen de 
responsabilidad civil, penal y patrimonial. El régimen de incompatibilidades. 

Hemos unido estos 4 temas en uno solo, ya que se todos se refieren a la misma normativa. Según se nos solicita 
el estudio, deberíamos de ir saltando de título en título de la ley para poderlo estudiar, así que veremos la 
normativa tal como es, y toda completa, puesto que se solicita toda. Al finalizar estos 4 temas veremos otra 
normativa al respecto, sobre un apartado del tema 5: 

Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. 

TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL ESTATUTO BÁSICO DEL EMPLEADO PÚBLICO 

TÍTULO I. Objeto y ámbito de aplicación 

Artículo 1. Objeto. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

Artículo 3. Personal funcionario de las Entidades Locales. 

Artículo 4. Personal con legislación específica propia. 

Artículo 5. Personal de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos. 

Artículo 6. Leyes de Función Pública. 

Artículo 7. Normativa aplicable al personal laboral. 

TÍTULO II. Personal al servicio de las Administraciones Públicas 

Artículo 8. Concepto y clases de empleados públicos. 

Artículo 9. Funcionarios de carrera. 
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6.- Los bienes de las entidades locales: clases. Activos de dominio público. Bienes
patrimoniales. Bienes comunales. Los montes vecinales en común. 

Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades 
Locales. 

ÍNDICE 

Preámbulo 

Artículo único. 

[Firma] 

REGLAMENTO DE BIENES DE LAS ENTIDADES LOCALES 

TÍTULO PRIMERO. Bienes 

CAPÍTULO PRIMERO. Concepto y clasificación de los bienes 

Art. 1 al 8. 

CAPÍTULO II. Del patrimonio de las Entidades locales 

Art. 9 al 16. 

CAPÍTULO III. Conservación y tutela de bienes 

Sección 1.ª Del inventario y registro de los bienes 

Art. 17 al 36. 

Sección 2.ª Administración 

Art. 37 al 43. 

Sección 3.ª Prerrogativas de las Entidades locales respecto a sus bienes 

Art. 44 al 73. 

CAPÍTULO IV. Disfrute y aprovechamiento de los bienes 

Sección 1.ª Utilización de los bienes de dominio público 

Art. 74 al 91. 

Sección 2.ª Utilización de los bienes patrimoniales 

Art. 92. 

Art. 93. 

Sección 3.ª Del aprovechamiento y disfrute de los bienes comunales 

Art. 94 al 108. 

CAPÍTULO V. Enajenación 

Art. 109 al 119. 

TÍTULO II. Del desahucio por vía administrativa 
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7.- La potestad sancionadora: concepto y significado. Principios del ejercicio de la
potestad sancionadora. Especialidades del procedimiento sancionador. Medidas
administrativas sancionadoras. Especial referencia a la potestad sancionadora local.

El procedimiento administrativo sancionador es el que realizan las administraciones públicas para ejercer su 
potestad sancionadora.

El procedimiento sancionador administrativo está integrado dentro del propio procedimiento común de las 
Administraciones Públicas el cual está regulado en la anterior vista ley 39/2015, podemos decir, que la base de 
todos los procedimientos administrativos está regulada en esta ley y de ahí, se obtienen las otras clases de 
procedimientos, entre ellos el sancionador. Anteriormente, en España, esta clase de procedimiento 
administrativo, estaba regulado por el Real Decreto 1398/1993, el cual estaba desarrollado en la Ley 30/1992 de 
26 de noviembre de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (anteriormente las leyes que regulaban el procedimiento administrativo común y el régimen jurídico 
estaban juntas en la ley 30/1992, hasta que se crearon dos por separado, dando lugar a las tan conocidas: Ley 
39/2015 y Ley 40/2015 del Régimen Jurídico del Sector Público).

Por lo tanto, hay dos partes, en la ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común es donde se engloban 
los principios del procedimiento sancionador, y por otra parte la ley 40/2015 de Régimen Jurídico del Sector 
Público es la que contiene los principios de la potestad sancionadora.

En primer lugar vamos a ver la Ley 40/2015, veamos cómo se estructura su título preliminar y después iremos a 
los artículos para su estudio: 

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.

Preámbulo

TÍTULO PRELIMINAR.

Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
Artículo 2. Ámbito Subjetivo.
Artículo 3. Principios generales.
Artículo 4. Principios de intervención de las Administraciones Públicas para el desarrollo de una 
actividad.

CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos

Artículo 5. Órganos administrativos.
Artículo 6. Instrucciones y órdenes de servicio.
Artículo 7. Órganos consultivos.

Sección 2.ª Competencia

Artículo 8. Competencia.
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8.- Régimen jurídico de los contratos de las administraciones públicas: concepto, objeto,
sujetos y poder adjudicador. Delimitación de los tipos de contratos públicos: clasificación
y desarrollo de los contratos tipo. Reglas generales, contenido y forma de los contratos
del sector público.

La Ley que regula los contratos del Sector Público es la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

Vamos a estudiarla desde este tema hasta el tema 10 por lo tanto, veamos su estructura completa:

La Ley 9/2017 de 8 de noviembre se estructura en un preámbulo, donde se hace un pequeño resumen a modo 
de explicación de esta ley, y todas las modificaciones que se han ido sufriendo por reglamentaciones europeas: 
2014/23/UE y 2014/24/UE de 26 de febrero de 2014.

En dicho preámbulo también se explica un extenso resumen de la composición de la ley.

Después contamos con un Título Preliminar con dos capítulos:

A continuación, tenemos CUATRO LIBROS, divididos cada uno de ellos en varios capítulos, sumando un total de 
347 artículos. Veamos la estructura:

Título Preliminar: disposiciones generales:

CAPITULO I: Objeto y ampliación de la Ley
CAPITULO II: Contratos del sector público: artículos del 12 al 27.
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9.- Las partes en la contratación pública: el órgano de contratación, el contratista, 
requisitos y prohibiciones de la contratación. La calificación del empresario y acreditación 
de la solvencia. 

Continuamos con la misma normativa anterior y con el mismo Libro, pero esta vez pasamos al Título II: 

TÍTULO II 

Partes en el contrato 

CAPÍTULO I 

Órgano de contratación 

Artículo 61. Competencia para contratar. 

1. La representación de las entidades del sector público en materia contractual corresponde a los órganos de 
contratación, unipersonales o colegiados que, en virtud de norma legal o reglamentaria o disposición 
estatutaria, tengan atribuida la facultad de celebrar contratos en su nombre. 

2. Los órganos de contratación podrán delegar o desconcentrar sus competencias y facultades en esta materia 
con cumplimiento de las normas y formalidades aplicables en cada caso para la delegación o desconcentración 
de competencias, en el caso de que se trate de órganos administrativos, o para el otorgamiento de poderes, 
cuando se trate de órganos societarios o de una fundación. 

Artículo 62. Responsable del contrato. 

1. Con independencia de la unidad encargada del seguimiento y ejecución ordinaria del contrato que figure en 
los pliegos, los órganos de contratación deberán designar un responsable del contrato al que corresponderá 
supervisar su ejecución y adoptar las decisiones y dictar las instrucciones necesarias con el fin de asegurar la 
correcta realización de la prestación pactada, dentro del ámbito de facultades que aquellos le atribuyan. El 
responsable del contrato podrá ser una persona física o jurídica, vinculada a la entidad contratante o ajena a él. 

2. En los contratos de obras, las facultades del responsable del contrato serán ejercidas por el Director 
Facultativo conforme con lo dispuesto en los artículos 237 a 246. 

3. En los casos de concesiones de obra pública y de concesiones de servicios, la Administración designará una 
persona que actúe en defensa del interés general, para obtener y para verificar el cumplimiento de las 
obligaciones del concesionario, especialmente en lo que se refiere a la calidad en la prestación del servicio o de 
la obra. 

Artículo 63. Perfil de contratante. 

1. Los órganos de contratación difundirán exclusivamente a través de Internet su perfil de contratante, como 
elemento que agrupa la información y documentos relativos a su actividad contractual al objeto de asegurar la 
transparencia y el acceso público a los mismos. La forma de acceso al perfil de contratante deberá hacerse 
constar en los pliegos y documentos equivalentes, así como en los anuncios de licitación en todos los casos. La 
difusión del perfil de contratante no obstará la utilización de otros medios de publicidad adicionales en los casos 
en que así se establezca. 

El acceso a la información del perfil de contratante será libre, no requiriendo identificación previa. No obstante, 
podrá requerirse esta para el acceso a servicios personalizados asociados al contenido del perfil de contratante 
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10.- El procedimiento de contratación: expediente y formas de tramitación. Formas de 
adjudicación. Criterios de selección y adjudicación de contratistas. 

Y ya para terminar el tema de los Contratos, iremos directamente al Libro 2º: 

LIBRO SEGUNDO: De los contratos de las Administraciones Públicas 

TÍTULO I: Disposiciones generales 

CAPÍTULO I: De las actuaciones relativas a la contratación de las Administraciones Públicas 

Sección 1.ª De la preparación de los contratos de las Administraciones Públicas 

Artículo 115. Consultas preliminares del mercado. 

1. Los órganos de contratación podrán realizar estudios de mercado y dirigir consultas a los operadores 
económicos que estuvieran activos en el mismo con la finalidad de preparar correctamente la licitación e 
informar a los citados operadores económicos acerca de sus planes y de los requisitos que exigirán para 
concurrir al procedimiento. Para ello los órganos de contratación podrán valerse del asesoramiento de terceros, 
que podrán ser expertos o autoridades independientes, colegios profesionales, o, incluso, con carácter 
excepcional operadores económicos activos en el mercado. Antes de iniciarse la consulta, el órgano de 
contratación publicará en el perfil de contratante ubicado en la Plataforma de contratación del Sector Público o 
servicio de información equivalente a nivel autonómico, el objeto de la misma, cuando se iniciara esta y las 
denominaciones de los terceros que vayan a participar en la consulta, a efectos de que puedan tener acceso y 
posibilidad de realizar aportaciones todos los posibles interesados. Asimismo en el perfil del contratante se 
publicarán las razones que motiven la elección de los asesores externos que resulten seleccionados. 

2. El asesoramiento a que se refiere el apartado anterior será utilizado por el órgano de contratación para 
planificar el procedimiento de licitación y, también, durante la sustanciación del mismo, siempre y cuando ello 
no tenga el efecto de falsear la competencia o de vulnerar los principios de no discriminación y transparencia. 

De las consultas realizadas no podrá resultar un objeto contractual tan concreto y delimitado que únicamente se 
ajuste a las características técnicas de uno de los consultados. El resultado de los estudios y consultas debe, en 
su caso, concretarse en la introducción de características genéricas, exigencias generales o fórmulas abstractas 
que aseguren una mejor satisfacción de los intereses públicos, sin que en ningún caso, puedan las consultas 
realizadas comportar ventajas respecto de la adjudicación del contrato para las empresas participantes en 
aquellas. 

3. Cuando el órgano de contratación haya realizado las consultas a que se refiere el presente artículo, hará 
constar en un informe las actuaciones realizadas. En el informe se relacionarán los estudios realizados y sus 
autores, las entidades consultadas, las cuestiones que se les han formulado y las respuestas a las mismas. Este 
informe estará motivado, formará parte del expediente de contratación, y estará sujeto a las mismas 
obligaciones de publicidad que los pliegos de condiciones, publicándose en todo caso en el perfil del contratante 
del órgano de contratación. 

En ningún caso durante el proceso de consultas al que se refiere el presente artículo, el órgano de contratación 
podrá revelar a los participantes en el mismo las soluciones propuestas por los otros participantes, siendo las 
mismas solo conocidas íntegramente por aquel. 
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11.- La responsabilidad de la administración pública: características. Supuestos de
responsabilidad. Daños indemnizables. La acción de la responsabilidad. Principio de 
procedimiento administrativo en materia de responsabilidad. La responsabilidad 
patrimonial de las autoridades y del personal al servicio de las administraciones públicas. 

Cualquier acto que realiza la Administración Pública, lleva a cabo unas consecuencias y por tanto unas 
responsabilidades. La actividad que realiza la Administración Pública, genera también sus riesgos sobre los 
ciudadanos, que no son deliberados sino que son inevitables. 

En materia de responsabilidad en cuanto a los procedimientos administrativos, encontramos el Principio de 
Solidaridad, el cual significa que no sería justo que solamente tuviera lesiones un sujeto y que él solo tuviera que 
hacer frente a las consecuencias de los actos de los poderes públicos, por lo que la admisión de la 
responsabilidad administrativa repercute el daño causado en todos los bienes de los entes públicos, los cuales 
deben hacer frente a las obligaciones que genera su responsabilidad. Existen varias clases de responsabilidades: 

La responsabilidad objetiva y directa: es aquella que obliga a indemnizar a los sujetos por todo daño o lesión, 
teniendo en cuenta que no todos los daños o lesiones son indemnizables. Se entenderá por responsabilidad 
directa el hecho consistente en que las Administraciones Publicas responderán de manera directa, con 
independencia de cuál sea el grado de culpabilidad en que pudiera haber incurrido la persona concreta en su 
actuación. la responsabilidad objetiva, entendida en el sentido de una responsabilidad desligada e 
independiente de todo concepto de culpa o negligencia, la misma se encuentra consagrada por una amplia 
jurisprudencia. En este sentido puede citarse la Sentencia del TS de 2 de Junio de 1994: 

La responsabilidad Administrativa: Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las administraciones 
Públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos 
de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios 
públicos, y por la aplicación de actos legislativos de naturaleza no expropiatoria de derechos y que éstos no  
tengan el deber jurídico de soportar. Para hacer efectiva la responsabilidad, los particulares exigirán 
directamente a la Administración pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios 
causados por las autoridades y personal a su servicio. 

De lo anteriormente expresado se refleja que tanto la administración del Estado, de las Comunidades 
Autónomas, la Local y la Institucional están sometidas en la actualidad al principio de responsabilidad directa 
contemplado en la vigente Constitución, la cual indica, que aún en el caso de que los daños causados a los 
ciudadanos se deban a la actuación dolosa, culposa o negligente de Autoridades, funcionarios o agentes, es la 
Administración la que responde directamente frente al ciudadano, sin perjuicio de que posteriormente la 
Administración se dirija contra aquéllos mediante la denominada acción de regreso. 

La Administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado a los lesionados, exigirá de oficio de sus 
autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido por dolo, o culpa o 
negligencia graves, previa instrucción del procedimiento que reglamentariamente se establezca. 
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12.- Expropiación forzosa. Sujetos, objeto y causa. El procedimiento general. Garantías
jurisdiccionales. Reversión expropiatoria. Tramitación de emergencia. Procedimientos 
especiales. 

Este tema hace referencia a la Ley 16 de diciembre de 1954 sobre expropiación forzosa: 

TÍTULO I: Principios generales 

CAPÍTULO ÚNICO 

Artículo primero. 

1. Es objeto de la presente Ley la expropiación forzosa por causa de utilidad pública o interés social a que se 
refiere el artículo treinta y dos del Fuero de los Españoles, en la que se entenderá comprendida cualquier forma 
de privación singular de la propiedad privada o de derechos o intereses patrimoniales legítimos, cualesquiera 
que fueren las personas o Entidades a que pertenezcan, acordada imperativamente, ya implique venta, 
permuta, censo, arrendamiento, ocupación temporal o mera cesación de su ejercicio. 

2. Quedan fuera del ámbito de esta Ley las ventas forzosas reguladas por la legislación especial sobre 
abastecimientos, comercio exterior y divisas. 

Artículo segundo. 

1. La expropiación forzosa sólo podrá ser acordada por el Estado, la Provincia o el Municipio. 

2. Además podrán ser beneficiarios de la expropiación forzosa por causa de utilidad pública las entidades y 
concesionarios a los que se reconozca legalmente esta condición. 

3. Por causa de interés social podrá ser beneficiario, aparte de las indicadas, cualquier persona natural o jurídica 
en la que concurran los requisitos señalados por la Ley especial necesaria a estos efectos. 

Artículo tercero. 

1. Las actuaciones del expediente expropiatorio se entenderán, en primer lugar, con el propietario de la cosa o 
titular del derecho objeto de la expropiación. 

2. Salvo prueba en contrario, la Administración expropiante considerará propietario o titular a quien con este 
carácter conste en registros públicos que produzcan presunción de titularidad, que sólo puede ser destruida 
judicialmente, o, en su defecto, a quien aparezca con tal carácter en registro fiscales, o, finalmente, al que lo sea 
pública y notoriamente. 

Artículo cuarto. 

1. Siempre que lo soliciten, acreditando su condición debidamente, se entenderán también las diligencias con los 
titulares de derechos reales e intereses económicos directos sobre la cosa expropiable, así como con los 
arrendatarios cuando se trate de inmuebles rústicos o urbanos. En este último caso se iniciará para cada uno de 
los arrendatarios el respectivo expediente incidental para fijar la indemnización que pueda corresponderle. 

2. Si de los registros que menciona el artículo tercero resultare la existencia de los titulares a que se refiere el 
párrafo anterior, será preceptiva su citación en el expediente de expropiación. 

Artículo quinto. 

1. Se entenderán las diligencias con el Ministerio Fiscal cuando, efectuada la publicación a que se refiere el 
artículo dieciocho, no comparecieren en el expediente los propietarios o titulares, o estuvieren incapacitados y 
sin tutor o persona que les represente, o fuere la propiedad litigiosa. 
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13.- Actividad subvencional de las administraciones públicas. Procedimientos de 
concesión y gestión de subvenciones. Reembolso de subvenciones. Control financiero. 
Subvenciones y sanciones administrativas en materia de subvenciones. 

Estructura de la ley 38/2003 General de Subvenciones de 17 de noviembre: 

TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales 

CAPÍTULO I. Del ámbito de aplicación de la ley 

Artículo 1. Objeto. 

Artículo 2. Concepto de subvención. 

Artículo 3. Ámbito de aplicación subjetivo. 

Artículo 4. Exclusiones del ámbito de aplicación de la ley. 

Artículo 5. Régimen jurídico de las subvenciones. 

Artículo 6. Régimen jurídico de las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea. 

Artículo 7. Responsabilidad financiera derivada de la gestión de fondos procedentes de la Unión Europea. 

CAPÍTULO II. Disposiciones comunes a las subvenciones públicas 

Artículo 8. Principios generales. 

Artículo 9. Requisitos para el otorgamiento de las subvenciones. 

Artículo 10. Órganos competentes para la concesión de subvenciones. 

Artículo 11. Beneficiarios. 

Artículo 12. Entidades colaboradoras. 

Artículo 13. Requisitos para obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora. 

Artículo 14. Obligaciones de los beneficiarios. 

Artículo 15. Obligaciones de las entidades colaboradoras. 

Artículo 16. Convenios y contratos con Entidades Colaboradoras. 

Artículo 17. Bases reguladoras de la concesión de las subvenciones. 

Artículo 18. Publicidad de las subvenciones. 

Artículo 19. Financiación de las actividades subvencionadas. 

Artículo 20. Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS). 

Artículo 21. Régimen de garantías. 

TÍTULO I. Procedimientos de concesión y gestión de las subvenciones 

CAPÍTULO I. Del procedimiento de concesión 
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14.- Ley de protección de datos: normativa. Derecho a la protección de datos. Principios
informativos. Derechos humanos en materia de protección de datos. Agencia Española 
de Protección de Datos. Prevención de riesgos laborales. Derechos y obligaciones. 

La protección de las personas físicas en relación con el tratamiento de datos personales es un derecho 
fundamental protegido por el artículo 
para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus 

 

La Ley Orgánica 3/2018 de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos 
Digitales (LOPDGDD), adapta el derecho español al modelo establecido por el Reglamento UE 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril (Reglamento General de Protección de Datos RGPD), relativo 
a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre 
circulación de estos datos, introduciendo novedades mediante el desarrollo de materias contenidas en el mismo. 

La ley orgánica 3/2018, facilita que los ciudadanos puedan ejercitar sus derechos al exigir, en particular, que los 
medios para hacerlo sean fácilmente accesibles. Además, se regula el modo en que debe informarse a las 
personas acerca del tratamiento de sus datos adaptándose, específicamente en el ámbito de internet, por un 
sistema de información por capas que permita al ciudadano conocer de forma clara y sencilla los aspectos más 
importantes del tratamiento, pudiendo acceder a los restantes a través de un enlace directo. 

Otro aspecto importante y novedoso de esta ley es que se reconoce específicamente el derecho de acceso y, en 
su caso, de rectificación o supresión por parte de quienes tuvieran vinculación con personas fallecidas por 
razones familiares o de hecho y a sus herederos. La medida limita el ejercicio de estos derechos cuando el 
fallecido lo hubiera prohibido. 

En cuanto a los menores, la ley 3/2018 fija en 14 años la edad a partir de la cual se puede prestar 
consentimiento de manera autónoma. También se regula expresamente el derecho a solicitar la supresión de los 
datos facilitados en redes sociales o cualquier otro servicio de la sociedad de la información por el propio menor 
o por terceros durante su minoría de edad. 

En cuanto al Reglamento de la Unión Europea, este introduce unas novedades: 

Creación del Delegado de Protección de datos, persona física o jurídica cuya asignación debe de ser comunicada 
a la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD). Es obligatoria para las empresas contar con su figura o con 
formación necesaria. 

Elimina el consentimiento tácito: posibilidad de que los menores de edad presten consentimiento para el 
tratamiento de datos (edad mínima de 13 años) sin embargo en la ley 3/2018 es de 14 años. 

Las empresas deberán proteger los datos de sus clientes y en ningún momento compartirlos o filtrarlos. 

Introduce la obligación de bloqueo: para garantizar que los datos queden a disposición de las autoridades, un 
Tribunal o un Ministerio Fiscal frente a responsabilidades derivadas del tratamiento de datos. 

Principio de Transparencia: los usuarios deberán ser informados del tratamiento de los datos, siempre que les 
afecte de forma clara y precisa. 

Junto a los derechos de acceso, rectificación, oposición o cancelación, se introducen los derechos de limitación 
del tratamiento o portabilidad y olvido (formando una ampliación de los conocidos como derechos ARCO). 

Se crea el comité Europeo de Protección de Datos, compuesto por: 

Presidente designado por la Comisión de entre sus miembros ( 5 años de mandato) 
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15.- Políticas de igualdad de género. Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la
igualdad efectiva de mujeres y hombres: objeto y ámbito de aplicación de la ley. Principio 
de igualdad y protección contra la discriminación. Principios de política pública para la 
igualdad. 

LEY ORGANICA 3/2007 DE 22 DE MARZO, PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE MUJERES Y HOMBRES 

ESTRUCTURA 

TÍTULO PRELIMINAR. Objeto y ámbito de la Ley 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

TÍTULO I. El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación 

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas. 

Artículo 5. Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción 
profesionales, y en las condiciones de trabajo. 

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta. 

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo. 

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad. 

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias. 

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias. 

Artículo 11. Acciones positivas. 

Artículo 12. Tutela judicial efectiva. 

Artículo 13. Prueba. 

TÍTULO II. Políticas públicas para la igualdad 

CAPITULO I. Principios generales 

Artículo 14. Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos. 

Artículo 15. Transversalidad del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

Artículo 16. Nombramientos realizados por los Poderes Públicos. 

Artículo 17. Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades. 

Artículo 18. Informe periódico. 

Artículo 19. Informes de impacto de género. 

Artículo 20. Adecuación de las estadísticas y estudios. 
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16.- Administración Electrónica. Reglamento de aplicación. Instrumentos para el acceso
electrónico a las administraciones públicas: sedes electrónicas, canales y puntos de 
acceso, identificación y autenticación. Gestión electrónica de procedimientos 
administrativos: expedientes, comunicaciones y notificaciones electrónicas. Esquema de 
Seguridad Nacional. Esquema Nacional de Interoperabilidad. 

Para el estudio completo de este último tema vamos a necesitar tres normativas: 

1ª: Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y 
funcionamiento del sector público por medios electrónicos. 

TÍTULO PRELIMINAR: Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

1. Este Reglamento tiene por objeto el desarrollo de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, en lo referido a la actuación y el funcionamiento electrónico del sector público. 

2. El ámbito subjetivo de aplicación es el establecido en el artículo 2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y el 
artículo 2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

Artículo 2. Principios generales. 

El sector público deberá respetar los siguientes principios en sus actuaciones y relaciones electrónicas: 

a) Los principios de neutralidad tecnológica y de adaptabilidad al progreso de las tecnologías y sistemas de 
comunicaciones electrónicas, para garantizar tanto la independencia en la elección de las alternativas 
tecnológicas necesarias para relacionarse con las Administraciones Públicas por parte de las personas 
interesadas y por el propio sector público, como la libertad para desarrollar e implantar los avances tecnológicos 
en un ámbito de libre mercado. A estos efectos, el sector público utilizará estándares abiertos, así como, en su 
caso y de forma complementaria, estándares que sean de uso generalizado. 

Las herramientas y dispositivos que deban utilizarse para la comunicación por medios electrónicos, así como sus 
características técnicas, serán no discriminatorios, estarán disponibles de forma general y serán compatibles con 
los productos informáticos de uso general. 

b) El principio de accesibilidad, entendido como el conjunto de principios y técnicas que se deben respetar al 
diseñar, construir, mantener y actualizar los servicios electrónicos para garantizar la igualdad y la no 
discriminación en el acceso de las personas usuarias, en particular de las personas con discapacidad y de las 
personas mayores. 

c) El principio de facilidad de uso, que determina que el diseño de los servicios electrónicos esté centrado en las 
personas usuarias, de forma que se minimice el grado de conocimiento necesario para el uso del servicio. 

d) El principio de interoperabilidad, entendido como la capacidad de los sistemas de información y, por ende, de 
los procedimientos a los que éstos dan soporte, de compartir datos y posibilitar el intercambio de información 
entre ellos. 

e) El principio de proporcionalidad, en cuya virtud sólo se exigirán las garantías y medidas de seguridad 
adecuadas a la naturaleza y circunstancias de los distintos trámites y actuaciones electrónicos. 


